
El Grupo Andino y la 
. , 

1nvers1on 
extranjera 

1 
GERMANICO SALGADO PEÑAHERRERA 

(Segunda y última parte) 

A. SISTEMAS DE REGISTRO E INFORMACION 

Es un lugar común el afirmar que la ausencia de información 
suficiente es una de las grandes debilidades de los países en 
desarrollo en sus tratos con las empresas transnacionales y uno 
de los obstáculos mayores a la definición de políticas válidas 
respecto de las mismas. En rigor, gran parte de la escasa 
información existente emana y es presentada por las propias 
empresas transnacionales, lo que contribuye a aumentar aún 
más las imperfecciones del mercado eje capital de riesgo y 
tecnología. En muchos casos, el país en desarrollo interesado en 
un trato, ignora la existencia de alternativas frente a la negocia­
ción en marcha, en la cual participa, además, sin información 
suficiente para evaluar sus condiciones. 1 ncrementar- y organizar 
mejor su información es pues un primer y elemental requisito. 
Las dificultades para conseguirlo son, sin embargo, grandes en 
un período de tan rápida evolución económica y tecnológica 
como el presente y la acción individual indispensable tiene que 
apoyarse forzosamente, en mecanismos relativamente complejos 
que requ
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ieren el esfuerzo solidario de varios países. 

Todo mecanismo de información supone la existencia de: 

-El registro y, mejor aún, la evalu~ción de las inversiones 
extranjeras y los contratos de _tecnol?gl~ en cada uno de todos 
los países empeñados en la acc1ón sohdana. . 

-El intercambio entre los países participantes, de las mfor-
maciones originadas' en ese registro o evaluación. . 

-La creación gradual de mecanismos comple~entan~s para 
recoger información especializada en los pa1ses. 1~dustnales Y 
hacerla disponible en forma adecuada para las dec1s1ones. 

-La creación de una capacidad de evaluación económica y 
tecnológica y una capacidad de ingeniería propias. 

Se distingue en la descripción si~u.i~nte el , requisito de 
registro -que aun cuando es una pos1c1on comun del Grupo 
Andino, podría haber sido establecido unilateralmente, co~~ Jo 
fue en efecto en varios países del Grupo antes de la Dec1s1on 
No. 24- de la acción más compleja en información en que es 
indispensable la cooperación y la acción conjunta. 

1) Registro obligatorio de lo Inversión extranjero 
y de los transacciones tecnológicas 

Constituye el requisito más elemental de información para 

formular poi íticas nacionales sobre la inversión extranjera Y. la 
transferencia de tecnología. A menos que el sistemq de registro 
sea en la práctica muy engorroso, su adopción no debería dar 
lugar a ·ninguna reclamación por parte de la empresa extranjera: 
Sin embargo, es un hecho que cualquier medida destinada -a 
mantener en plena luz las actividades de la inversión extranjera 
encuentra la resistencia de muchas empresas transnacionales. El 
argumento al que normalmente .se recurre es el de las demoras e 
inconvenientes de un nuevo trámite burocrático . En el fondo 
está el recelo de algunas empresas de ver nacer 11n sistema de 
información que tarde o temprano va a terminar, o al menos 
dificultar, ciertas prácticas que han sido muv. frecuentes en el 
pasado; por ejemplo., el manejo, a la mejor conveniencia de la 
empresa, de la contabilización de transacciones entre matrices y 
subsidiarias, especialmente el endeudamiento y la fijación de 
precios de compraventa de insumas y bienes de capital (las 
prácticas de "inter-company princing"). Ello indica la. gran 
importancia de establecer un sistema ágil y eficaz de registro 
tanto sobre la inversión directa externa y los principales flujos 
que ella origina: remesas de utilidades, reinversiqn , como sobre 
los contratos privados de endeudamiento con el exterior, los 
contratos de compra de tecnología, patentados o no, y de uso 
de marcas de fábrica. Es el primer paso en la aplicación deJ 
principio de "conocimiento público" de los resultados contables 
de las empresas transnacionales en los países en que realizan sus 
negocios. Este principio, generalmente aplicado por las legisla­
ciones nacionales a las sociedades anónimas o las "corporacion,es 
públicas", se cumple sólo del modo más superfi~ial y for'!lal en 
un gran número de países en desarr?llo . .,En ngor, _ el s1_st~\'!'la 
debe diseñarse de modo que la comb1nac1on del reg1stro 1n1c1al . 
y el análisis de los resultados contables permita identificar 
claramente tanto los resultados de las transac.ciones como el. 
origen de las mismas. · 

En el Régimen Común sobre Capitales Extranjeros e~ requi­
sito de registro consta en los arts. 2 y 5. Al texto del m1smo se 
anexan modelos de los formularios que tendrán que usarse para 
el efecto. Al tratarse de las prácticas restrictivas al c?me_r~ió se 
harán algunos comentarios adicionales sobre la ap l1cac1on de 
este principio "del conocimiento público" . 

Caben ahora algunas observaciones sobre ~l _siste~a ,d~ registro 
y su funcionamiento. Desde el punto. de. VISta JUri~ICO Y e~ 
sus formas más evolucionadas, la obl1gac16n de registro esta 
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vinculada con el ejercicio del derecho de transferrir al exterior 
los beneficios de las inversiones o los pagos previstos en los 
contratos de endeudamiento o compra de tecnología. En el caso 
del Grupo Andino, esto significa qu_e en ausencia de un registro 
previo y oportuno, los titulares de la inversión o los deudores y 
compradores de tecnología, según el caso, no podrán adquirir el 
cambio extranjero necesario para realizar esas transferencias ni 
hacer esos pagos. En su forma más perfecta, el sistema de 
registro supondría, pues, la existencia ·de un sistema de "control 
de cambios", válido tanto para las transacciones de capital de la 
balanza de pagos como para ciertas transacciones en cuenta 
corriente, como son las remesas de beneficios y los pagos de 
intereses y regalías. Cuando se ha registrado la inversión o el 
contrato, el sistema de control de cambios no es restrictivo ya 
que operará exclusivamente como un mecanismo de informa­
ción y autorización automática de las transferencias. Sí lo será 
en cambio frente a otras transacciones que carezcan de título 
legal para transferir cambio extranjero, como sería el caso de 
los inversionistas extranjeros no registrados y, como sucede en 
el Grupo Andino, de los capitalistas nacionales que, por defini­
ción, no tienen derecho a transferir ni sus capitales ni sus 
utilidades al exterior.5 

Aun cuando dichas restricciones son perfectamente válidas 
dentro de una política de desarrollo y el control de cambios es 
un instrumento ampliamente difundido en las economías de los 
países en desarrollo, la experiencia indiq que tendrán que 
encontrarse medios para aplicar el principio de registro con 
todos sus efectos aun en ausencia de un control de cambios, ya 
que cuando éste no se justifica por una situación de balanza de 
pagos es problemático que se establezca por ese solo motivo. El 
mecanismo tributario combinado con la legislación de socieda­
des y, en general, la legislación mercantil serían teóricamente 
medios alternativos para dar efectividad al registro. Existen sin 
embargo problemas que resolver no exentos de dificultades: la 
legislación básica tendría que distinguir entre inversionistas y 
empresas nacionales. y extranjeras' y ello añadiría una nueva 
responsabilidad en la administración de las leyes tributarias y de 
las otras legislaciones. Habrá que estructurar las fórmulas más 
adecuadas y simples para superarlas. Aun sin llegar a esos 
perfeccionamientos, es de esperar que el registro sería acatado 
por las empresas e inversionistas más importantes y, con una 
mejora gradual de administración, sería posible extender pro­
gresivamente su cobertura. Recuérdese que de todos modos 
y aun con los sistemas más eficientes, hay artimañas que es casi 
imposible descubrir; valga como un ejemplo la acción de 
inversionistas extranjeros a través de "testaferros" o "presta­
nombres" nacionales. La ventaja es que las grandes empresas 
transnacionales, cuya actividad es la que realmente interesa 
conocer, tienen tal amplitud de acción que para ellas el recurso 
a esas vías clandestinas no constituye normalmente un riesgo 
que valga la pena correr. 

2) Sistemas de información basados en lo acción conjunto 

Se citan a continuación los principales entre los objetivos 
posibles de un sistema de información dedicado al tema. Son 
actividades complejas que requieren de la cooperación de todos 
los países del Grupo Andino y apoyo de carácter internacional 

6 Esta es la contrapartida de la preferencia por la empresa nacional. 
La verdad es que el sistema andino le da ·esa preferencia a cambio de la 
obll11aci6n de mantener tanto sus capitales como el fruto de Jos mismos 
en la econom(a nacional. 
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pleno en un sistema que irá constituyéndose gradualmente. El 
punto de partida es un intercambio de las informaciones 
provenientes de los registros y evaluaciones nacionales de la 
inversión extranjera y los contratos de tecnología, que servirán 
como base a las actividades que en seguida se describen. 

a] Información sobre fuentes de tecnoiog(a, La experiencia 
habitual de la realización de proyectos, especialmente industria­
les, en los países en desarrollo es la ausencia de alternativas 
tecnológicas a las que ofrecen la empresa o empresas extranjeras 
dominantes al nivel mundial. Aparte de los problemas que 
puede traer el empleo de tecnologías diseñadas para condiciones 
distintas, la exclusividad o monopolio de la oferta de tecnología 
conduce a negociaciones con altos costos explícitos y, sobre 
todo1 impl ícitos,6 y condiciones restrictivas en el uso que se 
puede hacer de la tecnología transferida. Es un hecho, sin em­
bargo, que para un gran número de los proyectos que tratan de 
llevar a cabo los países en desarrollo existen alternativas tecno­
lógicas, tanto en los propios países industriales de Occidente 
como en los países socialistas. En ocasiones, si bien menos fre­
cuentes, pueden ser apropiadas patentes ya caducadas o paten­
tes que algunos gobiernos de los países industriales, como el de 
Estados Unidos, hacen disponibles libremente. Es evidente que 
un mecanismo central especializado en esta tarea puede cumplir 
funciones de gran trascendencia. A él se refiere el art. 22 del 
Régimen sobre Capitales Extranjeros. Existen, además, inicia­
tivas al respecto en algunos grupos de países en desarrollo, 
como es el caso de América Latina, región en la cual la Organi­
zación de Estados Americanos ha estudiado la posibilidad de 
montar como un sistema regional un "banco de tecnología". 
Sin embargo, ésta es una tarea muy compleja y cara y es proba­
ble que tendría que ser complementada por una red de informa­
ción organizada a escala mundial. En ese sentido, cabría pensar 
en dar ese carácter y reforzar las funciones que ya tiene en este 
campo la Organización de las Naciones Unidas para el Desarro­
llo Industrial (ONUDI). 

b] Información sobre inversionistas potenciales. Como en el 
caso anterior, son las grandes empresas transnacionales interesa­
das las que mejor y más oportuna información tienen sobre las 
nuevas oportunidades de inversión en el extranjero. Los esfuer­
zos de promoción de los países en desarrollo se dirigen habitual­
mente hacia las dos o tres grandes Jfirmas. transnacionales que 
son mundialmente conocidas en la especialidad de que se trate, 
empresas que son las que normalmente más concesiones e 
incentivos exigirán en la negociación. Eso hace que la inversión 
extranjera se concentre en un número relativamente reducido de 
empresas,7 con un alto grado de poder y control in~ernacional. 
Ellas son, por supuesto, candidatas poco asequibles a las 
demandas de los países en desarrollo: muchas de ellas exigen la 
totalidad de capital accionaría, y dadas sus ramificaciones, son 
las más propensas a usar prácticas restrictivas del comercio. Esa 
no es la situación de muchas empresas "medianas" y "pequeñas" 
de los países industriales, entre las cuales siempre hay algunas 
interesadas en expandir actividades, .las que, en general, pueden 
ser mucho más receptivas a una participación más activa del 
capital y el empresario nacionales. Es diffcil establecer un sis­
tema para identificar posibles intereses entre esas empresas. Los 

6 Véase Constantino Valtsos, Transfer of resources and preservation 
of monopo/y rents, Harvard Unlversity, Development Advisory Service, 
Report No, 168, 1970, 

7 Por ejemplo, en 1957, de 1 542 compañ(as norteamericanas con in­
versiones fuera de Estados Unidos, 15 de ellas controlaban más del 35% de 
la inversi6n total en el sector manufacturero. 
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organismos internacionales como la misma ONUDI o la 
UNCTAD podrían ayudar en esa tarea a los organismos naciona­
les o regionales de promoción de inversiones. Lo esencial es usar 
medios de difusión que permitan dar a conocer a esas medianas 
Y pequeñas empresas el interés que existe por atraerlas. Esto 
podría facilitarse si se crease un sistema de información perm a­
nente al servicio tanto de los gobiernos de los países en 
desarrollo como de dichas empresas. Es conveniente recordar 
que, en las circunstancias actuales, la e m presa industrial la 
"mediana" Y "pequeña" inclusive, tiende a internacionaliz~rse 
como un medio de defender su posición competitiva en un 
mundo creciente dominado por las ,grandes empresas transnacio­
nales y es el momento de aprovechar esta tendencia.8 

e] Información sobre disponibilidad y precios de productos 
intermedios y bienes de capital. Recientes investigaciones en 
América Latina han revelado la importancia que tienen las 
prácticas de sobrevaluación o sobrefacturación de las importa­
ciones de bienes de capital y: bienes intermedios (y la subvalua­
ción de productos finales exportados) en las transacciones entre 
filiales y matrices de las grandes empresas transnacionales. La 
vinculación de los contratos de venta de tecnología con el abaste­
cimiento de insumas y bienes de capital es también objeto de 
prácticas similares. El resultado es que, como consecuencia, se 
transfieren al exterior sumas mucho mayores que las que aparecen 
en libros como beneficios de la inversión o pagos por regalías. 

Los análisis hechos en los países del Grupo Andino dan una 
idea de la magnitud de estas alteraciones de precios; las 
más acusadas aparecen en la industria farm acéutica: en el caso de 
una muestra tomada en Colombia, el promedio ponderado de la 
sobrevaluación de los productos importados por filiales de 
empresas extranjeras llega a 155%9 vale decir, Jos precios que se 
pagan por esos productos son en promedio más de dos veces y 
media mayores que el precio internacional correspondiente. En 
ese caso, la cifra absoluta que se transfirió al exterior mediante 
esta sobrevaluación representa una suma seis veces mayor que 
las regalías y veinticuatro veces mayor que las utilidades 
declaradas . En el caso de empresas nacionales en la misma rama 
farmacéutica la sobrevaluación de importaciones no fue sino el 
19% y el monto absoluto por ese concepto no llegó sino a un 
quinto de las utilidades. Son parecidos los resultados en otros 
países: en Chile la mayoría de los productos de filiales extranje­
ras en la industria farmacéutica se importan con una sobrevalua­
ción que va desde el 30 hasta el 500 por ciento; y en Perú, del 20 
al 330 por ciento. En otras ramas industriales existe el mismo 
fenómeno, aun cuando con menor intensidad que en la industria 
farmacéutica; por ejemplo, en el caso de la electrónica, en 
Colombia se encontró una sobrefacturación de insumas que iba 
del 6 al 69 por ciento, que es también aproximadamente el 
orden de magnitud de la sobrevaluación en el caso de la 
industria química y la industria del caucho en el mismo país.10 

8 Véase como un ejemplo, de este interés en los medios especializa­
dos, el resumen de Mechthild Minkner sobre las discusiones del Semina­
rio Internacional celebrado en Hamburgo el 13 y el 14 de octubre de 
1971, con el título "La Problemática de las Inversiones Extranjeras en 
América Latina", publicado en Las inversiones extranjeras privadas en 
América Latina, por Albrecht von Gleich, Instituto de Estudios Ibero­
americanos, Hamburgo, 1971, p, 75 . 

9 La sobrevaluación queda definida por la relación: 100 por precio 
FOB de importaciones país andino-precio FOB en el mercado mundial/ 
Precio FOB en el mercado mundial. 

10 Véase al respecto Poi/eles on technology of the Andean Pact: 
the/r foundat/ons junta del Acuerdo de Cartagena, Lima, Perú, diciem­
bre de 1971, p'p. '16·22. 
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El fenómeno, como se ha dicho, no se circunscribe a las 
importaciones de bienes intermedios y bienes de capital: la 
manipulación de precios que realiza tampién en las exportacio­
nes de filiales a empresas matrices median'te una subvaluación 
que reduce el monto de las utilidades. Investigaciones prelimina­
res en el área andina señalan que ése puede ser el caso en las 
exportaciones de madera, conservas de pescado, etc. Sin embar· 
go, es evidente que desde el punto de vista cuantitativo, por 
ahora tiene ITjucho más consecuencias la sobrevaluación de los 
precios de importación de los insumas y bienes de capital, sobre 
todo porque dado el patrón de industrialización seguido por la 
gran mayoría de los países en desarrollo (sustitución de impor­
taciones de bienes de consumo que comienza por las etapas 
finales), una gran parte de las importaciones totales está consti­
tuida por materias primas o productos intermedios. La sobreva­
luación mencionada puede tener así un efecto considerable 
sobre la balanza de pagos. 

Una acción para eliminar, o al menos reducir, el impacto de 
estas prácticas tiene pues prioridad en una poi ítica en relación 
con las inversiones extranjeras y las compras de tecnología. Para 
empezar, es necesario desvincular los contratos de compra de 
tecnología o las relaciones de inversión de la obligación formal 
de abastecerse de insumas y bienes de ·capital de las empresas 
matrices o de los proveedores de la tecnología. Se impone, 
pues, la prohibición de las cláusulas contractuales correspon­
dientes, según se analiza posteriormente en este documento. 
Pero ello , no es suficiente; de hecho en las relaciones entre 
matriz y filial se pueden mantener tales prácticas si no exis­
te un control en las transacciones, y lo mismo puede suce­
der mediante "pactos de caballeros" en las relaciones con 
los proveedores de tecnología y know-how que tienen los 
medios para mantener en la práctica un monopolio en el 
abastecimiento de insumas y bienes de capital . El único medio 
válido es tener acceso a una información sobre precios en 
diferentes mercados de los productos de que se trate y realizar 
una confrontación con los precios constantes en los documentos 
de impor~ación. 

La investigación de precios en mercados externos enfrenta 
considerables dificultades. Como es lógico, es únicamente aplica­
ble a productos normalizados: fibras sintéticas, productos qu í­
micos, ciertos componentes electrónicos, etc. Solamente en 
ese caso la búsqueda de información es productiva. Se esca­
pan, por Jo mismo, de esta posibilidad de control, Jos pro­
ductos muy diversificados, como gran parte de los bienes 
específicos de capital y buena parte de los productos inter­
medios, en los cuales, por esa misma diversificación, se da 
la figura clásica del precio de monopolio para el cual no cabe 
confrontación. 

Aun con esa limitación, la investigación sobre precios es en 
extremo úti 1 y puede producir resultados notables. En el caso 
de Colombia Constantino Vaitsos menciona como ejemplo los 
ahorros de divisas conseguidos con el funcionamiento de un 
sistema de esa clase y la inspección correspondiente de las 
licencias de importación. Sólo en la industria farmacéutica el 
ahorrro, al evitar la sobrefacturación, puede llegar a cifras de un 
orden· de magnitud de 20 millones de dólares. Ese monto 
equivale al total de pagos por regalías del país por las importa· 
cienes de tecnología de todos los sectores mdustnales y de 
servicios.11 

11 Constantino Vaitsos, op. cit., p. 36. 
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El sistema de información y control necesario para evitar los 
abusos mencionados requiere de acciones internas y de una 
colaboración internacional. Como primer requisito es necesario 
establecer, como complemento a los mecan¡smos de registro y 
evaluación de las solicitudes de inversión extranjera y contratos 
de tecnología, órganos administrativos que puedan realizar un 
análisis de las importaciones de insumes y bienes de capital. 
Normalmente, esa función puede ser desempeñada por el orga­
nismo que tiene a su cargo el despacho de licencias de 
importación dentro del sistema del control de cambios, ya sea 
el banco central o las dependencias responsables por el comer­
cio exterior. 

Para su funcionamiento ese organismo debe disponer de listas 
actualizadas de precios para los productos estandarizados que se 
espera sean importados como consecuencia de la operación de 
las empresas extranjeras o de los contratos de tecnología 
autorizados. El acopio de la información necesaria para preparar 
esas listas puede hacerse con gran esfuerzo por cada país en 
desarrollo, como sucede en Colombia por ejemplo a partir de 
1970, pero es evidente que esa tarea sería más eficaz y menos 
difícil si es el producto de un esfuerzo solidario entre varios 
países y ése es el propósito del Grupo Andino. La coopera­
ción es necesaria para, primero, intercambiar informa­
ción sobre precios de productos efectivamente importados y 
compartir los resultados de investigaciones de precios en otros 
mercados y, en segundo lugar, para establecer un sistema central 
común o al menos dividirse ese trabajo de investigación del 
modo más racional posible. Es un caso en que una cooperación 
podría producir ahorros considerablemente mayores que el 
costo de los servicios correspondientes. 

d] Información sobre servicios de consultoría y creación de 
servicios de consultoría. El tener capacidad propia de consulto­
ría es un activo de gran importancia para definir oportunidades 
de inversión y seleccionar tecnologías, lo cual de hecho redun­
dará en un mayor poder de negociación con las empresas 
extranjeras. Una capacidad de ingeniería propia es también 
esencial para definir en cada acto de inversión la parte del 
equipo fijo que puede ser producida en el país, o región, con el 
efecto consiguiente sobre los costos en moneda extranjera y la 
promoción de la industria de bienes de capital. Es por lo mismo 
de gran utilidad fomentar el establecimiento de empresas de 
consultoría en los países en desarrollo y darles una razonable 
preferencia en los concursos de ofe.rtas correspondientes. 

En el caso de América Latina, casi todos los países tienen 
vigentes disposiciones legales que obligan a tener una participa­
ción nacional a las empresas de consultoría que desean ser 
tomadas en cuenta en concursos de ofertas, Ello ha servido 
para crear relaciones entre los consultores nacionales y las 
grandes firmas extranjeras de consultoría. En algunos casos 
existe una auténtica participación de nacionales en los trabajos, 
pero en la mayoría la relación se detiene en la representación 
legal sin mayores efectos para el desarrollo de una capacidad 
propia. Sin perjuicio de continuar con esa poi ítica, que algunos 
beneficios trae, es evidente que hay que buscar medios más 
efectivos. Uno de ellos puede ser el fomento de empresas 
multinacionales de consultoría .constituidas entre países en 
desarrollo. Son tareas de acción solidaria no conflictivas que 
tendrían la gran virtud de acostumbrar a los gobiernos a una 
acción conjunta. El Grupo Andino piensa in iciar próximamente 
una acción sistemática para fomentar el dasarrollo de una 
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consultoría regional, aprovechando a fondo el poder de compra 
de los gobiernos nacionales. 

B. LA FACULTAD DE SELECCIONAR INVERSIONES 
Y EL REQUISITO DE AUTORIZACION PREVIA 

Un análisis objetivo de las características de la inversión extran­
jera no puede dejar de concluir en que hay sectores de la 
actividad económica donde ella no es necesaria. Aun si partiéra­
mos de la hipótesis extrema de que son positivos todos los 
efectos económicos de la inversión extranjera, siempre existirá 
una zona en la cual el riesgo de entrar en conflicto con centros 
de decisión ajenos y con los gobiernos extranjeros que los 
respaldan superaría la probable contribución económica de la 
inversión. En esa zona, por lo mismo, sería conclusión prudente 
no admitir la inversión extranjera y reservar la actividad a las 
empresas nacionales. En la realidad, dada la existencia de costos 
económicos para el país receptor en la inversión extranjera, 
costos que en algunos casos pueden superar a sus posibles benefi­
cios, existe una rama más amplia de actividades donde no se 
justifica el admitir inversión extranjera. 

Corresponde a la soberanía de los países determinar los 
criterios que servirán para calificar la necesidad de la inversión. 
Normalmente la mayor prioridad corresponderá a las actividades 
más ligadas al uso de tecnologías modernas, generalmente 
monopolizadas por las grandes empresas transnacionales, y la 
menor a aquellas que trabajan con tecnologías básicamente 
conocidas y que no requieren capital de riesgo sino en menor 
proporción, como es el caso de la banca comercial y ciertos 
servicios como el comercio y el transporte internos y los medios 
de comunicación masiva. Es evidente que habría buenas razones 
para reservar estas últimas actividades para las empresas naciona­
les. Los servicios públicos pueden también hallarse en esta 
última categoría, no sólo porque su tecnología suele no tener 
misterios sino porque son fácilmente financiables mediante 
préstamos. Al menos en el caso de América Latina la tendencia 
es no admitir inversión extranjera en esos sectores y servicios y 
ése fue el principio básico adoptado en el Régimen sobre 
Capitales Extranjeros cuyos artículos 38, 41,42 y 43 reservan 
para las empresas nacionales (80% de inversión nacional como 
mínimo) las actividades mencionadas. Sin embargo, por tratarse 
de campos en que la inversión no se motiva fundamentalmente 
por la creación del mercado ampliado, el Régimen ha dejado un 
principio de flexibilidad abierto a los países mediante la posibi­
lidad de exceptuar de la reserva a alguno o todos estos sectores, 
manteniendo la obligación de autorización, registro y otras 
generales. 

·Esa flexibilidad no existe en la prohibición que establece el 
Régimen de enajenar a invers ionistas extranjeros las empresas 
existentes, por no derivarse en ese caso . ningún beneficio 
evidente en el ingreso de capitales extranjeros. El tema se 
tratará más extensamente en el apartado siguiente por consi­
derarse dicha prohibición como uno de los instrumentos básicos 
de protección a la empresa nacional. 

Al aplicar este principio de la selectividad de la inversión, 
hay en general dos opciones de procedimiento abiertas a los 
países que deseen implantar una poi ítica semejante. La res;~va 
para la empresa nacional puede establecerse de modo expl1c1to 
en los textos legales, que indicarían las actividades en las cuales 
no puede rxistir inversión extranjera, como el caso de los 
artículos citados del Régimen Andino, o introducirse de modo 
indirecto, creando un procedimiento de autorización de la 
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inversión, requ1s1to previo que da lugar a un análisis o evalua­
ción casuística de la necesidad y finalidad de cada acto de 
inversión. El primer sistema tiene la ventaja de su simplicidad y 
claridad. La empresa extranjera puede conocer sin ambigüedades 
su campo de posibilidades. Sin embargo, al usar clasificaciones 
generales de sectores de actividad (v. gr.: servicios púb licos o 
comercio interno), el sistema no puede comprender sino a las 
actividades en que es más obvia la fa lta de necesidad de la 
inversión extranjera. El método casuístico de autorización pre­
via y calificación de cada acto de inversión es más flexible y 
más útil como instrumento de una poi ítica de inversión extran­
jera. Si existe la obligación de registro de la inversión, se tendrá 
ya de todos modos gran parte de la infraestructura administra­
tiva requerida para la evaluación. El sistema puede al principio 
despertar más recelo por parte de la empresa extranjera y ser 
más difícil de administrar que la reserva explícita de sectores de 
actividad, pero a la larga es el que mejor se presta para conducir 
una poi ítica cuando se cuenta con cierta continuidad y un 
mínimo de eficacia administrativa. E:l caso japonés es un buen 
ejemplo del uso de la autorización previa como un instrumento 
de una poi ítica selectiva en materia de inversión extranjera. 
Naturalmente, es posible combinar los dos métodos como lo ha 
hecho el Grupo Andino, con todas las ventajas consiguientes. 

C. SISTEMA DE ESTIMULO Y PROTECCION 
RAZONABLE A LA EMPRESA NACIONAL 

Así como en la teoría clásica del comerci.o internacional se 
admite como un caso válido la protección a la industria 
incipiente, parecidos argumentos son aplicables al empresario 
incipiente cuando la protección sirve para mejorar la estructura 
competitiva de la industria en un futuro.l2 Nuevas direcciones 
de la investigación económica, especialmente los trabajos de 
Arrow, señalan, además, la importancia decisiva del aprendizaje 
al hacer (o el aprender haciendo} en el aumento de la producti­
vidad de la industria. En un estudio reciente de la industria 
metalmecánica de Colombia se concluye que "cualquiera que 
sea el indicador elegido para medir el aprendizaje, el efecto de 
éste parece ser considerablemente más importante que los 
efectos de los aumentos de capital por trabajador o las mayores 
escalas"13 en el aumento de productividad del sector. Si bien 
esa conclusión puede ser diferente en otros sectores industriales, 
es cada vez más claro que buena parte de la industria moderna, 
aquella que constituye la infraestructura industrial básica, no 
puede realmente hechar raíces sino abordando la actividad con 
propia responsabilidad, haciendo directamente, y esto es válido 
tanto para la empresa como para los trabajadores. 

Naturalmente ni esa protección puede ser indiscriminada ni 
sus niveles pueden apoyar indefi nidamente una ineficiencia. 
Dentro de esas limitaciones, desde el punto de vista de la 
poi ítica de desarrollo en su sentido integral, es difícil imaginar 
un sistema económico y poi ítico que pueda plantearse válida­
mente objetivos propios y conducir la acción hacia ellos si las 
empresas nacionales no tienen participación predominan_te en la 
actividad económica. La protección de la empresa nac1onal es 
pues un elemento imprescindible de toda poi ítica frente a la 
inversión extranjera. 

Los instrumentos son múltiples y ~an desde las poi íticas más 

12 Véase Hymer, op. cit. , p. 444. 
13 Leonard Dudley "Learning and Productivity Change in Metal 

Products" en The Ame~/can Econom/c Rev/ew, septiembre de 1972, p. 
666. 
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usuales de promoción y fomento industrial hasta las medidas 
que discriminan directamente en favor de la empresa nacional 
en el uso de ciertos recursos, v. gr. el crédito bancario interno. 
Entre las que tienen cabida en una poi ítica en relación con la 
inversión extranjera y han sido adoptadas por el Grupo Andino, 
en este apartado nos referimos sólo a dos de las posibles me­
didas de protección por tener, a nuestro juicio, una especial 
trascendencia dadas las prácticas prevalecientes en las empresas 
transnacionales: se trata de la prohibición de la venta de 
empresas nacionales a inversionistas extranjeros y la limitación 
en el uso del crédito interno por parte de la empresa extranjera. 

1} Restricción a la adquisición de empresas nacionales 
por inversionistas extranjeros 

Por lo general en esas adquisiciones no existe o es marginal el 
aporte neto de recursos hecho. por la inversión extranjera: por 
definición la contribución tecnológica es mínima, cuando existe 
alguna·, y puede además no haber aumento alguno en la capi­
talización real. Las adquisicio.ries se ha'cen normalmente para 
entrar · por la vía más cómoda a mercados ya establecidos y 
tomár posiciones para adquirir oportunamente el contro l de los 
mismos: 

La t:xperiencia de Amérka Latina ha servído· para centrar la 
atención en · este fenómeno que, en ciertos casos, ha asumido 
características inquietantes por la casi total ausencia de efectos 
positivos de la transferencia. Basta citar lo sucedido en Américá 
Central luego de la constitución del Mercado Común Centroa­
mericano . En frase de un economista centroamericano, "recono­
cidas firmas internacionales como Royal, Colgate, Palmolive, 
Procter and Gamble, National Bisquits, Grace and Company, 
Sterling Products, etc., estas y otras muchas firmas cuyos 
nombres es tedioso citar, han puesto en gravísimos aprietos a 
los productos centroamericanos de gelatina, dentífricos, deter­
gentes, galletas, . textiles, pinturas, cosméticos, productos farm_a­
céuticos etc. sólo para citar algunos productos".14 Es obv1o 
que en 'esos' casos, correspondien,tes todos a las más simples 
industrias de bienes de · consumo, la . entrada de la empresa 
extranjera no ha traído ninguna transferencia ' significativa de 
tecnología ni ha servido para tener acceso a mercados distintos 
de los regionales. 

No.faltan razones poderosas para impedir como regla general 
la adquisición de empresas nacionales por inversionistas ex_tran­
jeros así como dentro de ciertos 1 ímites, la compra de acc1ones 
de propiedad de n·acionales por parte de extranjeros. Pueden 
admitirse ciertas excepciones, por ejemplo, el caso de amplia­
ción de capital de . una erhpresa, pero sería mej~:>r reducirlas, ~1 
mínimo para evitar un incumplimiento genera li zado. El Regl­
men Andino en los artículos 3 y 4 admite como exéepciones las 
inversiones que se hagan para evitar la "quiebra inminente"_ de 
una empresa y las que conduzcan a un au~ento de . c~p1ta l , 
siempre que la participación del capital e~tran¡ero no elimme la 
participación mayoritaria y el control nacional de la empresa. 

2) Medidas para evitar un uso excesivo de recursos 
de financiamiento interno por parte 
de las empresas extranjeras 

Uno de los argumentos clásicos en favor de la inversión 

14 Eduardo Lizano F., "El Problema de las Inversiones Extranjeras 
en Centroamérica", en Revista del Banco Central de Costo R1ca, 
septiembre de 1966, núm. 67, San José, Costa R1ca, p. 58. 
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extranjera es su ~porte a la balanza de pagos del país receptor. 
El . ~rgumento, sm embargo, no ha podido ser demostrado 
sufiCientemente, al menos para América Latina si se considera 
e_l conjunto de 1~ inversión directa durante p~ríodos significa­
tivos. Al contrano, la evidencia estadística existente sobre las 
tran~ferencias netas de recursos externos dan saldos negativos 
considerables 15 para la región en el período 1960-1964. Aun 
cuando no existen datos sobre el efecto total de esas inversiones 
sobre la balanza de pagos por carecer de estimaciones válidas de 
~~~ ingres~s adicio~ales de exportaciones o ahorros por sustitu­
Cion de 1mportac1ones que las mismas produzcan los saldos 
negativos mencionados alcanzan magnitudes tales que es dable 
pensar que si hay algún aporte neto, éste debe ser de escasa 
significación frente a los problemas de estrangulamiento externo 
característicos de América Latina. De allí que sea especialmente 
digno de preocupación el uso intenso de las fuentes de financia­
miento interno que hacen las empresas extranjeras según las 
informaciones existentes. El estudio ya citado de la OEA 16 
indica que de 1960 a 1964 la inversión directa de Estados 
Unidos en América Latina obtuvo el 95.7% del total de fondos 
de fuentes internas, lo que comprende créditos y empréstitos 
internos y autofinanciación (utilidades reinvertidas y fondos de 
amortización, las dos generadas internamente por la actividad de 
la empresa). Si se resta la autofinanciación, los recursos obteni­
dos del financiamiento interno corresponden casi exactamente a 
todo el capital de trabajo de las empresas correspondientes. 
Aparte de sus implicaciones sobre el aporte real de recursos que 
representa la inversión extranjera para la balanza de pagos, las 
cifras anteriores indican que las empresas extranjeras obtienen 
de los intermediarios financieros internos todos los recursos 
necesarios para atender sus necesidades de capital de trabajo, 
situación que no comparten las empresas nacionales, en las que 
justamente la falta de financiamiento para ese capital es una de 
sus grandes carencias. Puede inferirse que la empresa extranjera 
y la nacional compiten en el mercado del crédito y que, de 
algún modo, las primeras tienen ventaja en la absorción de los 
recursos financieros. Sean cuales sean las razones, la empresa 
nacional sufre las consecuencias. 

El autor no ha podido examinar estadísticas de las otras 
regiones del mundo en desarrollo, pero sospecha que la situa­
ción, cuando no es parecida, debe tender a aproximarse. En los 
últimos años hay dos razones que pueden haber inducido a un 
uso aún mayor del fin~nciamiento interno por parte de esas 
empresas. Están, en primer lugar, las restricciones puestas a la 
exportación de capitales de Estados Unidos como secuela de sus 
problemas de balanza de pagos y la misma existencia de esos 
problemas y, en segundo lugar, la expansión de la red de 
grandes bancos extranjeros en los países en desarrollo que, al 
mismo tiempo, sirven para captar fondos internos y canalizarlos 
hacia empresas extranjeras, con las cuales obviamente se puede 
esperar que prefieran operar. 

Pare •. ~e lógico, por lo mismo, regular la utilización de crédito 
interno por parte de las empresas extranjeras. La medida 
constituye parte de una poi ítica de protección a la empresa 
nacionCJ.I incipiente y será más efe\:tiva en la medida en que 
pueda ser objeto de una acción solidaria por parte de muchos 
países en desarrollo. 

Su formulación ofrece considerables dificultades técnicas. Es 

15 Véase al respecto OEA, "El financiamiento externo de América 
Latina" CIES/1382, Puerto España, junio de 1969. 

16 OEA, op, cit., p. 111-14. 
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evidente que no se puede negar a la empresa extranjera todo 
acceso al financiamiento interno. Su operación con proveedores 
locales buscará naturalmente un financiamiento interno y en 
general una parte de su capital de trabajo tendrá normalmente 
que financiarse con crédito interno. La primera dificultad está, 
pues, en señalar un 1 ímite al uso de dicho financiamiento. 

No son satisfactorias ni una limitación del crédito a las 
necesidades de capital de trabajo, ni al financiamiento de 
operaciones con proveedores locales, así como tampoco sería 
efectiva la restricción al crédito de corto plazo que usa el 
Grupo Andino en el artículo 17 de su Régimen Común al 
Tratamiento de los Capitales Extranjeros. Dichos 1 ímites son, 
respectivamente, en exceso tolerantes, muy restrictivos o propi­
cios a la evasión. 

La segunda dificultad es establecer el sujeto de la restricción 
de modo que la medida sea controlable. Los bancos no son el 
sujeto apropiado porque se podría evadir la obligación operando 
por interpuesta persona. 

Los análisis hechos en el Grupo Andino para reglamentar el 
mencionado artículo han llevado a la conclusión de que el 
sujeto de la obligación debe ser la empresa extranjera y no los 
prestamistas, y que la mejor manera de establecer un 1 ímite es 
relacionar el endeudamiento a corto plazo de la empresa con el 
capita117 de la misma, fijando una proporción del primero con 
respecto al segundo que no se puede sobrepasar so pena de 
sanciones tanto para la empresa como para el acreedor. 

D. OPOSICION A SISTEMAS QUE LIMITAN 
LA SOBERAN lA NACIONAL EN LA RESOLUCION 

DE CONFLICTOS CON INVERSIONISTAS 

Se trata fundamentalmente de estipulaciones o cláusulas con­
tractuales que establecen: 

i) Sistemas de solución de controversias que sustraigan los 
conflictos con inversionistas extranjeros de la competen­
cia de los tribunales nacionales. 

ii) La subrogación del Estado u organismos públicos del país 
de origen de la inversión en los derechos del inversionista. 

En la historia de la inversión extranjera, ésta ha intentado 
siempre, de facto o por vía jurídica, sustraerse al ámbito de la 
soberanía nacional en caso de conflictos. Hubo períodos en que 
el Estado de origen de la inversión usaba directamente su 
poder, aun en forma de real presión militar, para mantener 
incólumes los intereses de sus inversionistas en los países en 
desarrollo. Por haber salido antes que otros países en desarrollo 
de su período colonial, América Latina ha tenido más ocasión 
de experimentar los efectos de esas políticas que, por lo demás, 
continúan por las vías menos esprctaculares pero igualmente 
efectivas de la presión económica. Baste recordar la casi total 
suspensión del financiamiento de origen americano para el 
desarrollo del Perú como consecuencia del conflicto del gobier­
no de este país con la 1 nternational Petroleum Company, 
suspensión que continúa a la fecha de este trabajo, así como la 
reducción casi total de todo financiamiento externo a Chile, 
aun el bancario de corto plazo, y las solicitudes de embargo a 
los embarques de mineral como secuela de las medidas de 
nacionalización de la minería del cobre. 

17 Entendido en el sentido de capital-patrimonio: invers;ón efect iva· 
mente realizada, más utilidades reinvertidas, menos pérdidas netas. 
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. Es justo ~econocer que la inversión extranjera está expuesta a 
rresgos consrderables en este período de creciente nacionalismo 
de los paí_ses en desarrollo. No obstante, su protección no debe 
hacerse. Violentando los sistemas jurídicos de los países ni 
establecrendo una discriminación a la postre inconveniente con 
los inversionistas privados nacionales. Ello no hace sino plantar 
l~s ;e'"!lillas de un conflicto cada vez mayor. En un mundo tan 
dma":lrco como ~1 _que vivimos, donde surgen con gran rapidez 
cambros de condrcr_ones en el ámbito económico en que operan 
las empresas, es evrdente que la actividad de éstas nacionales o 
extranjeras, está también expuesta a modificacione~ en su marco 
legal de funcionamiento que es contraproducente tratar de 
evitar con cláusulas contractuaies o estipulaciones como las 
mencionadas. Si han existido, éstas han sido por lo visto inútiles 
en el caso de las renegociaciones de contratos de las compañías 
petroleras con los países de la OPEP. 

Sin embargo, se incluyeron ya cláusulas de esa clase o existe 
una fuerte presión para hacerlo en instrumentos bilaterales o 
internacionales relacionados con los esquemas nacionales o 
multilaterales de seguros para inversiones. Tanto la subrogación 
en el asegurador como la tesis del arbitraje en la solución de 
controv~rsias consta en el Proyecto de Creación de una Agencia 
lnternacronal de Seguros a los 1 nversion istas Extranjeros en el 
marco del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento 
(BI RF),18 y parecidas estipulaciones se hallan también incluidas 
en la legislación básica o en los convenios bilaterales que sirven 
de fundamento al funcionamiento del programa de seguros para 
inversiones de Estados Unidos, ahora administrado por la Over­
seas Prívate lnvestment Corporation (OPIC). Aun cuando el 
autor no ha tenido oportunidad de analizarlos todos, está 
seguro de que al menos el principio de subrogación debe 
también encontrar un sitio en los sistemas de seguros de 
inversiones establecidos por otros países industriales.19 

Es del interés de los países en desarrollo evitar que se cierre 
un círculo de acuerdos internacionales que podrían llevar a la 
vigencia general de estos sistemas. Debe preservarse la plena 
competencia nacional en la solución de conflictos con las 
inversiones extranjeras. Ni el arbitraje internacional ni las cortes 
internacionales han sido hasta ahora favorables a la aplicación 
del principio del rebus sic stantibus en las relaciones contractua­
les con empresas extranjeras, cuando en la práctica su vigencia 
ha sido la consecuencia normal de la solución de controversias 
con las mismas. No cabría por lo mismo limitar posibilidades 
legítimas de acción con la aceptación de la incompetencia de 
los tribunales nacionales. 

Una limitación puede ser también el resultado en las cláusu­
las de subrogación ya mencionadas. Es evidente que una 
subrogación que hace que un Estado poderoso o un organismo 
internacional de financiamiento, también poderoso, tome el 
lugar de una empresa en una negociación resultante de un 
conflicto, puede significar de hecho una considerable disminu­
ción en una capacidad de acción soberana. Tanto los estados 
como los organismos internacionales pueden usar instrumentos 
de presión a que son particularmente vulnerables los países en 

18 Un trabajo monográfico sobre este esquema es el titu lado Proyec­
to del BIRF de creación de un organismo Internacional de seguros sobre 
Inversiones extranjeras¡ Centro de Estudios Monetarios Latinoamericanos 
(CEMLA), sobretiro de los boletines de CEMLA correspondientes a mar­
zo y abril de 1971, México, 1971. 

19 Alemania, Austra l ia, Canadá, Dinamarca, japón, Pa(ses Bajos, Por­
tugal, Suecia, Suiza. El Reino Unido se encuentra actualmente estudian· 
do la creación de un sistema con similares fines. 
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desarrollo, como es el caso de los programas de financiamiento 
para el desarrollo. Aun cuando la intención de la subrogación 
estuviera 1 imitada estrictamente a los efectos de l seguro los 
riesgos son tales que parece más prudente un acuerdo par~ no 
aceptar en el futuro cláusulas de esa clase. 

No se desconocen los problemas que ello pueda ocasionar 
dada la importancia de los sistemas de seguro de inversiones que 
ya incluyen dicha cláusula de subrogación . De allí la necesidad 
de una posición común tan amplia como sea posible. Hasta el 
31 de diciembre de 1969, 87 países, de los cuales 77 son países 
en desarrollo, habían aceptado acuerdos bilaterales con Estados 
Unidos en que consta dicha cláusula de subrogación.20 De los 
países de América Latina, sólo Cuba, México y Uruguay no 
habían suscrito dichos acuerdos. Desde entonces se han agre­
gado a ellos los cinco del Grupo Andino, los que no pueden 
aceptar la cláusula ya que en su Régimen Común de Tratamien­
to a los Capitales Extranjeros, art. 51, se dice expresamente: 

"En ningún instrumento relacionado con inversiones o trans­
ferencias de tecnología se admitirán cláusulas que sustraigan los 
posibles conflictos o controversias de la jurisdicción y compe­
tencia nacionales del país receptor o que permitan la subroga­
ción por los estados de los derechos y acciones de sus 
nacionales inversionistas." 

Adviértase que en ese art(culo se ~stablece también el 
principio de la soberanía nacional en la resolución de conflictos 
con inversionistas. En este último sentido la posición de Amé­
rica Latina ha sido solidaria y sistemáticamente opuesta a toda 
limitación al mismo. La Resolución 2/IX de la Novena Reunión 
Extraordinaria de la Comisión Especial de Coordinación Lati­
noamericana (CECLA) expresa específicamente la oposición a 
las cláusulas de arbitraje que constan en el proyecto del 81 RF y 
no aparece ningún país latinoamericano21 entre los firmantes 
del "Convenio de Arreglo de las Diferencias Relativas a Inversio­
nes entre Estados y Nacionales de otros Estados", en vigor 
desde octubre de 1966, que acepta el principio de arbitraje. Es 
de esperar que una reconsideración solidaria de estos compro­
misos y la negativa sistemática a aceptar cláusulas de las dos 
clases mencionadas en los contratos individuales con inversionis­
tas permitan reducir gradualmente el ámbito de aplicación de 
estos principios que son claramente inconvenientes a los ·intere­
ses de los países en desarrollo. 

E. MEDIDAS PARA INDUCIR O ASEGURAR LA TRANSFORMACION 
DE LA EMPRESA EXTRANJERA EN EMPRESA CON 

PARTICIPACION MAYORITARIA NACIONAL 

Se ha dicho ya que el problema mayor de la empresa transna­
cional es la posibilidad de conflicto entre sus poi íticas de 
alcance internacional con los intereses nacionales. Es éste un 
problema que tiene una faz económica, pero cuyo contexto es 
eminentemente político y se resume en la posibilidad de acceso 
nacional al control de la empresa. Mientras sean positivas las 
contribuciones que hace la inversión directa extranjera, en 
capital de riesgo, tecnología, capacidad empresarial o acceso a 
mercados externos, y esos recursos o capacidades no pueden 
conseguirse por medios distintos a la aparente o real enajena­
ción de la facultad nacional de decisión que implica el funciona­
miento de una empresa extranjera, el país receptor tolerará y 

20 CEMLA, op. cit., p. 16 . 
21 Con la excepción de Jamaica y Trin idad y Tabago que entonces 

no eran parte de la CECLA. 
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aun buscará dicha inversión. Tan pronto como las circunstancias 
cambien y se considere que los aportes de la empresa no existen 
o son marginales, el problema del control nacional se planteará 
en toda su crudeza poi ítica. Como el cambio es la característica 
del mundo moderno, tarde o temprano esa circunstancia va a 
llegar para toda inversión, salvo las más dinámicas, con las 
tensiones consiguientes. Siempre existirá una necesidad de inver­
sión ex~r~njera, pero esta necesidad cambiará en el tiempo de 
una actiVIdad a otra de acuerdo con el patrón y el ritmo de la 
innovación tecnológica. En todo tiempo habrá lugar para la 
empresa extranjera, pero no es prudente esperar que una 
empresa pueda permanecer siempre extranjera sin ser la ocasión 
para serios conflictos con el interés nacional. 

En el largo plazo, conviene por lo mismo tanto a los 
inversores como a los países receptores que existan expectativas 
claras y ciertas de una transferencia gradual del control de la 
empresa extranjera al capital y los empresarios nacionales. Hasta 
los años 30 y especialmente en el siglo pasado durante el 
predominio de la inversión indirecta extranjera, esta transferen­
cia se hacía espontánea y gradualmente a través de la adquisi­
ción por nacionales de bonos en los mercados internacionales) 2 
Actualmente, según frase de Hirschman, esa transferencia de la 
inversión a manos nacionales se ha convertido en "un arte 
perdido". Ello explica la exploración de la serie de mecanismos 
de transferencia de que está llena la literatura moderna sobre el 
tema,23 y la reacción que la misma provoca en los representan­
tes de algunas empresas transnacionales que se aferran al 100 
por ciento del control.2 4 

No es ocasión para referirse en detalle a los numerosos 
problemas que plantea dicha transferencia. El objetivo del 
control supone, sin ser condiciones suficientes, una participa­
ción · mayoritaria en el capital accionario y u,na representación 
correspondiente en la administración de la empresa; pero dicho 
objetivo puede alcanzarse de múltiples maneras que dependerán, 
en definitiva, de la necesidad en que el país se encuentra de 
admitir la inversión extranjera (en relación a otras formas de 
acceso al capital y la tecnología) y su capacidad negociadora. 

El grado de control y la oportunidad del mismo dependerá 
de una apreciación realista del poder de negociación y del 
carácter de la actividad de que se trate. Si se exceptúan los 
sectores que se reservan plenamente a la propiedad y gestión 
nacional, cabe para los restantes una amplia gama de posibili­
dades; la legislación común se reda~tará con acierto si admite 

22 Albert O. Hirschman, A Bias For Hope, Essays on Deve/opment 
and Latín Ameríca, New Haven y Londres, Vale University Press, 1971, 
p. 235, "Con la esperanza de publicarlas, he reunido importantes pruebas 
de que las llamadas 'readquis iciones ' de valores por parte de nacionales 
de países prestatarios se han realizado en gran escala desde fines del siglo 
XIX y principios del XX, en algunas naciones como Estados Unidos, 
Italia, España, Suecia y japón. También se han efectuado .en países me­
nos desarrollados como Brasil y, en general, se han extendido en forma 
tal que el fenómeno es designado con el conocido nombre de 'nostalgia 
de Heimweh' de los valores emitidos en Ultramar." 

23 Véase especialmente Paul Rosenstein-Rodan, "Las inversiones mul­
tina'cionales en el marco de la integración de América Latina", en Las 
inversiones multinacionales en el desarrollo y la Integración de América 
Latina Banco 1 nteramericano de Desarrollo, Bogotá, Colombia, 19 68; 
Raym~nd Vernon, "Prívate long term foreing investment in Latín Ame­
rica" en CJES The Role of fore/gn to prlvate lnvestment In the deve/op­
ment' of Lat/n

1

Amer/ca, CJES/1371, add. Washington, D.C., Organización 
de Estados Americanos, mayo 20, 1969. 

24 Véase comunicado de prensa del Consejo de las Américas, 20 de 
marzó de 1971 Washington, D.C., reproducido en El Mercurio, Santiago, 
Chile, 21 de ~arzo de 1971, con el título "Inversionistas en Estados 
Unidos critican Acuerdo Andino". 
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una cierta variedad de tratamientos que correspondan a las 
distintas circunstancias; puede imponerse desde el principio una 
mayoría de capital nacional en ciertas actividades (v. gr.: la 
banca comercial), mientras en otras es deseable establecer 
proporciones mínimas iniciales de capital y adminis'tración 
nacional que deberán aumentar gradualmente hasta el control 
dentro de un cierto plazo. Lo importante es determinar firme­
mente la posibilidad de transformación, dentro de un lapso fijo, 
de la empresa extranjera en una de capital mayoritario nacional 
y con una administración que esté principalmente en manos de 
nacionales. Hace falta crear, como dice Rosenstein-Rodan 25 
una "opción irrevocable" de compra en beneficio · de los na¿io­
nales. 

Si el objetivo se hallase entre el 50 y el 51 por ciento de 
participación nacional en el capital accionario, se trataría del 
caso típico de la llamada "joint venture", que (con 51%) fue el 
sistema elegido por el Grupo Andino para la empresa manufac­
turera, según consta en el capítulo 11 de su Régimen Común. 
Por diversas razones y sobre todo para aliviar las necesidades 
inmediatas de financiamiento y señalar un lapso suficiente para 
la planificación de la empresa extranjera, en ese caso se 
estableció un plazo de 15 a 22 años, según los países, para 
llegar gradualmente al 51% de capital y administración nacional 
es decir, un período bastante más largo que el necesario par; 
amortizar la inversión original y asegurar así una estabilidad ple­
na de expectativas. Con excepción de los países menores del 
Grupo, las empresas deben en todo caso comenzar con un 15% 
del capital accionario. 

El sistema no establece un término en la participación del 
capital extranjero. Este puede permanecer indefinidamente con 
un 49%. La transferencia se hace mediante convenio para 
asegurar un marco estable en la evolución de la empresa 
extranjera, que podrá prever de un modo cierto las condiciones 
de su funcionamiento en los años comprendidos dentro de este 
convenio. Y los plazos para el traspaso, como se ha dicho, son 
razonables ante cualquier expectativa. Cualesquiera de esos 
plazos excede con mucho los períodos normales que una 
empresa extranjera esperaría para un retorno de capital suficien­
temente atractivo. 

Como ya se ha indicado, el sistema se refiere especialmente a 
la actividad industrial pero aun en ese campo el tratamiento 
admite cierta flexibidad. Se aplica con rigor a toda nueva 
empresa industrial y es lógico que así sea ya que toda nueva 
empresa se creará en el marco de referencia del mercado 
ampliado que los cinco países del Grupo van a crear. Sin 
embargo, aun en este caso, la norma admite una excepción 
general para las industrias que exportan principalmente hacia 
terceros países -el Régimen señala el 80% de la producción 
como una medida objetiva. En ese sentido el Grupo Andino ha 
sido pragmático: ha creído que la condición de la ,transforma­
ción en una empresa mixta con mayoría de capital nacional se 
debe imponer en aquellos casos en que la empresa va a 
beneficiarse del mercado ampliado que los cinco países están 
creando con sus esfuerzos. Si la dirección de la actividad de la 
empresa se orienta hacia terceros países, no es condición 
indispensable la transformación en empresa mixta. La fórmula 
es aún más flexible en lo que se refiere a las empresas 
existentes; que por definición iniciaron sus actividades sin referen­
cia al mercado ampliado. En este caso, las empresas establecidas 
que no opten por su transformación en una empresa mixta, no 

25 Op. cit., p. !!2. 
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tendrían derecho de aprovechar el mercado ampliado, pero 
podrían seguir funcionando en el mercado nacional original. 
Quedarían así en los términos iniciales para los cuales se 
crearon y el mercado integrado, que es un hecho nuevo, podría 
ser disfrutado exclusivamente por aquellas empresas que sí 
acepten la transformación gradual en mixtas. 

Las disposiciones citadas, en una apreciación objetiva, no 
pueden considerarse severas para el capital extranjero. Luego de 
las primeras reacciones, los inversionistas comienzan a tener en 
cuenta la estabilidad de tratamiento que ellas suponen y el 
mejoramiento de la relación con el país sede que inevitablemen­
te van a traer. Una encuesta hecha en Estados Unidos2 6 
después de la promulgación de estas reglas, ha mostrado una 
receptividad a la "joint venture" que es inesperada luego de la 
reacción hostil ya citada del Consejo de las Américas. Es de 
esperar que esta actitud positiva se afiance luego de las primeras 
experiencias en cuanto a las ventajas de la programación 
industrial y a la real potencialidad financiera de los países del 
Grupo para mantener el ritmo de adquisición de acciones que 
requiere el sistema. 

Como muchas de las limitaciones a la inversión extranjera, la 
regla de la nacionalización gradual en la "joint venture" exige, 
en el corto y mediano plazo, un esfuerzo de capitalización más 
intenso que el que sería necesario si ella no se hubiese 
impuesto. No es lo mismo a largo plazo, pero esta mayor 
exigencia inmediata es un factor que conviene tomar en cuenta 
como una consecuencia de la medida. La "joint venture" 
plantea, además, problemas de gestión y entraña el riesgo de un 
menor dinamismo por parte del empresario extranjero que 
tendría que ser contrarrestado por una activa poi ítica de 
promoción y vigilancia estata1.2 7 No se trata por lo mismo de 
un sistema que puede implantarse en toda circunstancia y para 
todas las actividades. Sin embargo, este u otros sistemas de 
transferencia, diseñados con flexibidad pero con claridad de 
objetivos, tendrán que usarse crecientemente si se quiere crear 
nuevas y estables normas de convivencia entre los países en 
desarrollo y las empresas transnacionales. 

F. MODIFICACION DE LOS SISTEMAS DE PROPIEDAD INDUSTRIAL, 
ELIMINACION O LIMITACION DEL EMPLEO DE PRACTICAS 

RESTRICTIVAS A LOS NEGOCIOS VINCULADAS A LA 
INVERSION O A LOS CONTRATOS DE TECNOLOGIA 

1) Reformas a la legislación de propiedad industrial 

No es la oportunidad de intentar un análisis detallado del 
sistema de propiedad industrial que los países industrializados 
impusieran al mundo desde el siglo pasado. Sus principios han 
sido válidamente cuestionados y en estos momentos está en 
marcha un reexamen de los mismos en la gran mayoría de los 
países en desarrollo. Hay unos cuantos hechos que emer~en de 
este análisis: la legislación sobre patentes y marcas de fábnca no 
ha servido para estimular la inventiva y la innovación en los 
países no desarrollados y su función principal ha sido consagrar 

26 Guy B. Meeker, "Fade-out )oint venture: Can it w~rk for Latín 
America? " , en lnteromerlcon Economlc Affolrs, vol. 24 , num. 4, Wash­
ington , D.C.,1971. 

27 Con respecto a las posibles limitaciones de la ")oint venture" vé.a­
se Carlos Diaz Alejandro, "The Future of Direct Forelgn lnvestment In 
Latín America" Center Dlscussion Paper No. 131 (mimeografiado), Eco­
nomic Growth éenter, Y ale Unlverslty , New Haven, Connecticut, Decem­
ber 1971. 
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un monopolio tecnológico por parte de los países industrializa­
dos . Aun en ellos, la patente ya no sirve para proteger al 
inventor sino a un sistema institucional que ha concentrado en 
las grandes empresas las posibilidades de beneficiarse con el 
potencial de investigación e innovación de la economía moder­
na aun cuando ese potencial en los países industriales depende 
en' gran medida de la acción del Estado. El sistema es, por lo 
mismo un instrumento de consolidación de un poder monopo­
lístico de empresas que, al nivel internacional y mediante prácticas 
como las patentes cruzadas y el establecimiento de ámbitos de 
exclusividad configura el oligopolio de las grandes empresas 
transnacion~les en la comercialización de la tecnología. Los 
abusos son evidentes: altos pagos por tecnología, imposición de 
prácticas restrictivas del comercio que estarían prohibidas por 
•cualquier legislación antimonopol í~tica nacional de los ~aíses 
mdustriaíes, etc. En páginas postenores se hace referencia es­
pecífica a estas últimas prácticas; por ahora basta destacar la 
urgencia de un reexamen del problema desde el ángulo de los 
países en desarrollo enfrentados a un sistema que sólo sirve para 
reforzar institucionalmente el poder económico de la gran 
empresa transnacional, sin estimular en absoluto la creación 
tecnológica de los países en desarrollo. Para estos últimos, el 
sistema no es sólo caduco puede ser claramente adverso a sus 
intereses aun cuando se 'reconozca que detrás de la brecha 
tecnológica con el mundo industrial éste sólo sea un factor de 
importancia menor. 

Se escapa al carácter de este trabajo el realizar una identi­
ficación de todos los cambios posibles en las legislaciones nacio­
nales sobre patentes y marcas de fábrica. Hay una extensa 1 ite­
ratura al respecto, tanto de carácter académico como de corte 
normativo.28 Nos limitaremos a mencionar brevemente las re­
formas más importantes que la Junta del Acuerdo de Cartagena 
ha propuesto a los gobiernos, por considerar que ellas dan. una 
idea de los objetivos razonables que pueden alcanzarse med 1ante 
una acción solidaria de varios países. 

El proyecto existente, que por ahora no representa sino la 
opinión técnica de la Junta del · Acuerdo de ~artagena,. ya que 
no ha sido todavía considerado por los gobiernos m1embros, 
propone los siguientes cambios en la tradicional legislación so­
bre patentes: 

i) Abolición del monopolio de importaciones por parte del 
titular de la patente 

ii) Fijación de un plazo máximo de diez años para la validez 
de la patente y caducidad a los cinco años si la patente 
no fuera adecuadamente explotada en el país. 

iii) Establecimiento de licencia obligatoria a los cinco años, 
lo que significa el término del privilegio de monop?lio. 
Si la patente no fuera adecu~damente explo_tada, la licen­
cia obligatoria se establecena a los tres anos de conce­
dida la patente. 

28 Para tener una Idea general del alcance y ~arac ~~rísticas .~e las di­
versas propuestas de reforma, véase Naclo~es Un1das,_ La func1on de l.~s 
atentes en la transmisión de la tecnolog1a a los pa1ses en desarroll? , 
~ York 1964 E/3861/Rev. 1. Para un análisis del tema en relaciÓn 
counel~s posibllldad~s de acción dentro del Grupo Andino Y e~ ~eneral los 
países en desarrollo, véase Constanti~o Valtsos "Patente re~1s1ted: the1r 
functlon In developing countries" , m1meograf1ado, por publ1car~e e~ un 
próximo número del journol of Development Stud1es de la Un1vers1dad 
de Sussex y en El Trimestre Económico de M éxlco, 
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iv) Dar al titular de la patente la responsabilidad de la prue­
ba de la explotación de la misma. 

v) Abolición de las patentes para productos farmacéuticos 
limitándose ésta exclusivamente a los procesos. ' 

Anteriormente a_ la presentación de este proyecto, los gobier­
nos del Grupo And m o habían decidido en el Régimen Común so­
b_r~ Capitale_s Extranjeros, Marcas, Patentes y Regalías: la obli~a­
Ci_D~ -~e registro_ de t~do -::ontrato de patentes y marcas, la pro­
hibicion de vanas clausulas restrictivas en dichos contratos la 
autorización a la Comisión para decidir la abolición del sist~ma 
de patentes en los sectores en que ello pareciera conveniente y 
la creación de una Oficina Regional de Propiedad Industrial. 
Uno de los hechos más importantes es la prohibición ya men­
cionada de ciertas cláusulas restrictivas que son bastante fre­
cuentes en los contratos de patentes. Por su alcance general a 
las relaciones de inversión y transferencia tecnológica esas cláu­
sulas se tratan en el apartado siguiente. 

Lo hecho por el Grupo Andino no sirve en este caso sino 
como un ejemplo de una acción que es tiempo de iniciar, cuan­
do no se lo ha hecho ya, en todos los países en desarrollo. Des­
de un punto de vista funcional, podría calificarse como margi­
nal, si no nula, la contribución que el sistema de patentes, tal 
como ha existido hasta ahora, puede hacer al esfuerzo de desa­
rrollo. Por el contrario, el monopolio irrestricto que ha servido 
para consagrarlo ha sido de hecho perjudicial. Sin entrar en una 
discusión de los fundamentos éticos y jurídicos de la institución 
de la propiedad intelectual y del uso y abuso que se ha hecho 
de la misma, desde el punto de vista de los países en desarrollo, 
objetivamente _sólo restaría como argumento en pro de su pre­
servación el efecto que puede tener para servir como factor 
complementario para atraer inversiones o asegurar mercados en 
ciertas actividades complejas donde la utilización de una patente 
conocida es elemento decisivo para la demanda del bien. No es 
éste el caso general y, en rigor, los únicos 1 ímites a una reforma 
de fondo del sistema están dados por ~1 grado en que un país o 
un grupo de países está dispuesto a correr el riesgo de un con­
flicto con los círculos interesados en' su preservación tanto en 
las naciones industri.ales como en los propios países en desarro­
llo, círculos que son sin duda activos y poderosos. 

2) Acción para eliminar o limitar las prácticas restrictivas 
de comercio vinculadas con las relaciones 
de inversión o los contratos de tecnolog/a 

Dado el grado de control de la empresa transnacional sobre los 
recursos de financiamiento y, sobre todo, la tecnología, su fun­
cionamiento en los pequeños mercados protegidos de los países 
en desarrollo tiende a ser fuertemente mono poi ístico. Habría lu­
gar, por lo mismo, a estudiar la aplicación de medidas antimo­
nopolísticos para evitar el abuso. Se reconoce la dificultad, y en 
ciertos casos la inconveniencia, de poner en práctica poi íticas 
destinadas a contrarrestar la constitución de monopolios en 
mercados en que la escala de actividades impide de hecho la en­
trada a varias empresas, pero ello no es óbice para la existencia 
de medidas que tienden a regular en el interés público el poder 
monopol ístico de las empresas. La legislación antimonopol ística no 
suele ser parte del arsenal de poi (ticas de desarrollo económico 
y social y esta omisión es ya tiempo de que se subsane, sobre 
todo en relación con las prácticas restrictivas que afectan el co­
mercio exterior, una de las variables claves de dichas poi fticas 
de desarrollo. 
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. En pá~in~s anteri~res se .~a mencionado ya una de esas prác­
ticas restnctivas: la vmculacion ·de los contratos de venta de tec­
nología (o relaciones de inversión) con el abastecimiento de in­
sumos Y bienes de capital. Se ha señalado ya el fenómeno de 
sobrevaluación o sobrefacturación de esos bienes que esa vincu­
lación permite. Cláusulas que establecen esa atadura aparecen 
con gr,an frecuencia en los contratos de venta de tecnología a 
los paises en desarrollo,29 un hecho que sería inconcebible por 
ilegal en los países industriales de origen del titular de la paten­
te. En efecto, cláusulas de esta clase son contrarias a los princi­
pios de la Sección Primera de la Ley Sherman y la Sección Ter­
~~;a de _la Ley Clayto~ de los Estados Unidos y parecida legisla­
Cion. existe en el Remo Unido, las Comunidades Económicas 
Europeas, etcétera. 

Otra cláusula restrictiva también de uso frecuente es la que 
establece la prohibición de exportar los productos que usan la 
tecnología negociada. De ese modo se segmenta el mercado y es 
posible repetir las transacciones de tecnología con otros cl ientes 
sin mengua de la capacidad de negociación del oferente. El efec­
to es muy perjudicial para los países en desarrollo todos los 
cuales necesitan crear estructuras productivas aptas 'para la ex­
portación. Si se trata de países que se hallan en trance de inte­
grar sus mercados, cláusulas semejantes son simplemente incom­
patibles con las motivaciones primarias de su poi ítica econó­
mica. En los países industriales se hallan también prohibidas30 
y ése es por supuesto el tratamiento que da a esas prácticas el 
Tratado de Roma y los Organos de las Comunidades Europeas 
al considerarlas fuera del ámbito del art. 85 (1) del mismo. Sin 
embargo, aparece casi como norma en los contratos de tecnolo­
gía con países en desarrollo. Según la UNCT AD,31 los gobier­
nos de Chile, Irán, El Salvador, Kuwait, México, India y Filipi­
nas han informado sobre el empleo de estas cláusulas y en el 
caso de Colombia, Vaitsos3 2 indica que en una muestra de 66 
contratos de tecnología en los sectores químico, farmacéutico y 
textil en que eran partes empresas con capital nacional y mixto, 
el 85% prohibía explícitamente las exportaciones de productos 
manufacturados. 

Existen otras prácticas · ";trictivas que también aparecen en 
los contratos de tecnología y que también caen en el ámbito de 
una regulación antimonopol ística : vinculación del contrato con el 
uso de determinado personal, cláusulas que reservan para la em­
presa vendedora de tecnología la facultad de fijar precios de 
venta del producto o que contengan restricciones sobre el volu­
men o estructura de la producción, prohibición del uso de tec­
nologías competidoras, etcétera. 

Es evidente que una política común uniforme de los países 
en desarrollo prohibiendo tales prácticas, como lo hace la legis­
lación antimonopol ística de los países industriales, es una 1 ínea 
clara de una acción posible en un campo prioritario. El primer 

29 Según Vaitsos, op, cit., p. 12, de 51 contratos examinados en Co­
lombia en las industrias química y farmacéutica, en 33 se demandaba ex­
plícitamente la importación de materias primas y productos intermedios 
del concedente y sólo en 2 se permitía explícitamente la libre importa· 
ción. 

30 Entre otros, véase art. 37 de la "Ordenanza sobre los Precios" de 
1945 en Francia, la Ley sobre Competencia Económica de 1958 de Ho­
landa y la Parte 1 de la "Restrictive Trade Practice Act in 1956", del 
Reino Unido. 

31 "Prácticas Comerciales Restrictivas", TD/B/C2/93, diciembre de 
1969, pp. 4-6. 

32 Tronsfer of Resources ond Preserverotlon of Monopoly Rents, p¡; 
20-21. . 
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paso es declarar nulas las cláusulas en que aparezcan estas res­
tricciones, como lo ha hecho el Grupo Andino en el Régimen 
Común sobre Capitales Extranjeros, en el art. 20, en lo referente 
a contratos de patente, y en el 25 , en lo que se refiere a mar· 
cas. El trabajo posterior, más delicado, será perseguir tales prác­
ticas en su funcionamiento encubierto. 

G. CREACION DE CONDICIONES ECONOMICAS 
E INSTITUCIONALES PROPICIAS A LA CONSTITUCION 

DE EMPRESA S REG lONA LES Y REALIZACION 
DE UN ESFUERZO CONJUNTO EN EL CAMPO TECNOLOGICO 

Como se ha indicado, son elementos fundamentales de una poi í· 
tica que en el largo plazo y por la vía positiva, se propone crear 
una auténtica capacidad de acción autónoma en la economía in· 
ternacional moderna. Para ello es indispensable crear estructuras 
empresariales más vigorosas y flexibles y vencer la pasividad tec­
nológica en que hasta ahora hemos estado sumidos. Sería pre­
maturo anticipar los rasgos básicos del programa de tecnología 
que se halla en etapa final de preparación. El instrumento que 
está ya definido en el esfuerzo a que se refiere este apartado es 
la empresa multinacional andina, sobre la cual se cree útil preci­
sar algunos detalles sobre sus características. 

La empresa multinacional andina 

Uno de los fenómenos más notorios del subdesarrollo econó­
mico es el predominio de formas empresariales caducas incapa­
ces de enfrentarse al fenómeno de la internacionalización de las 
actividades, que es la característica del mundo moderno, y de 
aprovechar las enormes ventajas de "escala" que son el resultado 
de la aplicación de la tecnología en la administración, especial­
mente como consecuencia de la revolución en el manejo de la 
información que ha traído la era de las computadoras. Buena 
parte de nuestras empresas no han podido todavía desprenderse 
del ámbito "familiar" en que surgieron y de una visión provin· 
ciana de su radio de acción que, para empezar, se contrapone 
con los objetivos del mismo esfuerzo de integración de los paí­
ses andinos. Para usar a fondo las posibilidades de la integración 
y para hallarse, luego, en capacidad de competir internacional· 
mente, es urgente, por lo mismo, sentar las bases institucionales 
y económicas de una empresa que tenga un auténtico carácter 
internaciona1,33 es decir, que sea capaz de reunir capitales y ca­
pacidades empresariales de distintos países y operar flexiblemen­
te en el ámbito del nuevo espacio económico y en función de 
sus posibilidades. Ese es el objetivo fundamental de la Decisión 
Núm. 46 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena sobre el 
"Régimen Uniforme de la Empresa Multinacional", que consti· 
tuye el estatuto básico para la creación y funcionamiento de 
empresas de esas caracterfsticas. 

La empresa multinacional andina es aquella en que participan 
inversionistas de dos o más países del Grupo Andino y cuyo 
objetivo social tiene un interés subregional. Esto último existe, 
por definición, cuando se trata de actividades o producciones 
incluidas en cualquiera de los programas subregionales, sean 
ellos industriales, agrícolas, o de explotación de la infraestruc-

33 Es de inte~s recordar al respecto que la expansión de la empresa 
de Estados Unidos en las Comunidades Económicas Europeas se atribuía 
en parte a la mayor capiiCidad de la primera en adaptarse a la nueva rir­
cunst¡¡ncia diida por la integrKión. Guzzardi, al analizar esa expansión 
señal¡¡ que "ese despliegue se ha producido, en primer lugar, por la exce· 
lente razón de que los empresarios norteamericanos creían en el mercado 
común mucho tiempo ¡¡ntes que los propios europeos". (Fortune, Nueva 
York, septiembre 15 de 1967, p. 206.) 
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tura. Aun cuando no se trate de esos campos, la Comisión del 
Grupo puede autorizar la instalación de empresas multinaciona­
les de otros tipos: consultoría, construcción, finanzas, comercio, 
etc. Es decir, cabe el establecim iento de empresas multinaciona­
les andinas en actividades que tengan interés para el desarrollo 
subregional, siempre que en ellas se asocien esfuerzos de dos o 
más países andinos. Se acepta la participación de capital extran­
jero hasta en un 40% del capital social y para la participación 
de los inversionistas subregionales, distintos al del país donde se 
halle el domicilio principal de la empresa, no rige la obligación 
de transferencia a capitalistas nacionales, que es la regla ya co­
mentada al tratar de la empresa mixta. 

Se trata así de estimular la asociación de esfuerzos en las ta· 
reas de la integración y facilitar la movilidad del capital creando 
empresas aptas para adaptarse de modo flexible a operar en 
todo el mercado ampliado. Se quiere con ello ganar en eficien­
cia, crear un nuevo medio para redistribuir los benficios de la 
integración, despertar intereses comunes en las actividades más 
importantes, donde quiera que estén localizadas, y disipar a tra­
vés de la asociación, las incertidumbres y fricciones inevitables 
en períodos en que se sientan las bases de una especialización 
en el ámbito subregional. La empresa multinacional andina no 
debe ser, por lo mismo, únicamente una estructura empresarial 
más apta, sino una vía de integración, tan importante como el 
comercio, para establecer nuevas y más estrechas interdependen­
cias entre los países miembros. Esta empresa difiere sustancial­
mente en su· concepción de las ideas que existen al respecto en 
otros sistemas de integración como las Comunidades Económi­
cas Europeas según las cuales el carácter de multinacional de­
bería ser el resultado del ámbito de acción de la empresa; en el 
caso de la empresa andina, sin excluir la posibilidad a su acción 
internacional, el rasgo distintivo viene dado por la integración 
de capitales e iniciativas empresariales de varios países del Gru­
po; es así, a la vez, un vínculo y un elemento de equilibrio de 
intereses y control mutuo. 

Para alentar el establecimiento de estas nuevas empresas, la 
Decisión núm. 46 les concede una serie de ventajas entre las 
cuales no es la menor la facilidad de su constitución. Una vez 
que se reconozca su interés subregional por hallarse dentro de 
un programa o por expresa decisión de la Comisión, basta con 
que se c~nstituya como sociedad anónima en el paí_s del Grupo 
en donde tiene su domicilio principal, para que recaba el trata· 
miento de sociedad nacional en todos los países miembros. Por 
supuesto, tiene derecho al goce del mercado ampliado, pero 
además se beneficia con el tratamiento más favorable que se da 
en cada país a las empresas nacionales similares en lo que se 
refiere a régimen tributario, crediticio, de compras estata~es Y 
de participación en sectores reservados a las empresas na~aona­
les. No existen límites a las remesas de utilidades y a la remver­
sión de capital. 

Aun cuando el sistema aprobado no se halla todavía en vi­
gencia, existe un interés notorio en. el _establecimi~nto de estas 
empresas, tanto por parte de invers1onast~ subreg1o~ales co~o 
de extranjeros. Es el medio lógico para vmcular 1~ mteg~ac!on 
andina con los capitales y las empresas del mundo mdustraahza­
do, especialmente de los países que! como E_spañ~, tienen una 
relación histórica con el Grupo Andmo y se 1dent1fican con las 
motivaciones del empeño de integración. Es también la vía ~ás 
propicia para la asociación de capitales del Estado y ~e partl~~­
lares y eso se advierte con el conocimiento de las pnmeras m•· 
dativas que abarcan una amplia gama de actividades. 


